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La política cultural no es ni la administración de la cultura, ni la gestión pública  o privada, sino el equilibrio de las tensiones sociales con base en acciones estratégicas de inclusión, orientadas al desarrollo.

Y el equilibrio solo es posible en la suma de las diversidades, por lo que la orientación hacia un solo punto cardinal, ya sea este jacobino o cristero, solo es garantía de fracaso.

La política cultural operada por el Estado por razón constitucional debe adolecer de orígenes partidistas, como le es erróneamente natural a la mayoría de las políticas públicas, enfocadas en hacer prevalecer las convicciones de sus credos ideológicos, visibles en la sociedad desde la pinta de un edificio hasta los uniformes y papelería burocrática.

A la cultura, como fuerza viva y subyacente del devenir cotidiano le es sano el distanciamiento de visiones parciales, limitadas por marcos de proselitismo político.

La mayor legitimidad de una política cultural es el respeto a su naturaleza y expansión; es decir, la libertad de ser y hacer de la pluralidad y el respeto irreductible a las minorías. Por ello resulta inminente que la forma más adecuada para concebir la aplicación de una política cultural de Estado, sea a través de un organismo que en su constitución de carácter autónomo, se encuentre el antivirus partidista, la diversidad de opinión, el irrestricto principio de laicidad y los mecanismos democráticos de su operación. Los genes más parecidos a lo que conocemos como Instituto Federal Electoral, mucho ayudarían a fortalecer una verdadera y auténtica política cultural de Estado.

Fue en 2005 en el Congreso de la Unión, cuando más álgida se tornó la discusión sobre el diseño que requiere el órgano operador de la política cultural del país. No tanto por las discrepancias entre las distintas fuerzas políticas sino por el magnetismo, casi asfixiante, de ese monstruo estructurado, bien disciplinado conocido como Sindicato, que, alarmado ante cualquier cambio, su participación es por inercia en pro de lo inamovible. Pese a los cambios transformadores que el país ha mostrado en la última década, el sindicalismo -al cual la administración de la cultura le es familiar- no se le ha podido quitar una sola pluma. Y este fenómeno de cuotas de poder e intereses creados en a administración pública, ha sido y será el objetivo a convencer.
Hace cinco años los legisladores sumaban tres opciones de órgano para administrar la cultura: uno, dejarlo como está bajo el esquema de Organismo Público Descentralizado llamado Consejo Nacional para la Cultura y las Artes (Conaculta), inscrito a la Secretaría de Educación Pública; dos, convertir su operatividad en una Secretaría de Cultura federal; y tres, en la que varias entidades federativas coincidíamos, que es la de un órgano autónomo como el que he descrito al principio.
La opción de operar la política cultural con base en una Secretaría de Cultura, ¿quién lo duda?, responde, ineludiblemente, a intereses directos del partido gobernante y muy indirectos, lejanos, distantes, imperceptibles, a los de la ciudadanía.

Dejar las cosas como están, que el Conaculta siga siendo lo que es, resulta un error no solo político, sino de inteligencia, pues el llamado Consejo no es tal, porque no lo integra un órgano colegiado, ni sus decisiones son puestas a discusión previa, ni es el menor ejemplo de pluralidad y sí de centralismo, de cotos de poder y vicios vitalicios alimentados con el otorgamiento de becas y prebendas. No sobra decir que el esquema operado por este organismo ha llevado a la construcción de artistas oficiales y a una política cultural hegemónica sostenida con premios, festivales, reconocimientos y adulaciones varias alejadas del compromiso social del auténtico desarrollo de la cultura en México.
La mayor necesidad de la política cultural en México hoy por hoy, es el rediseño de su órgano operador, el cual debiera estar en manos de agentes técnicos de todas las entidades federativas, con el profesionalismo indicado y el respaldo moral y democrático de la sociedad.

Se requiere innovar en los instrumentos de operación: sí, el Estado como promotor, mas no como motor; sí, acciones estratégicas que impulsen el desarrollo social y económico, mas no solo del presupuesto gubernamental; sí, la inclusión de la iniciativa privada en el financiamiento de programas de infraestructura y conservación del patrimonio con condicionamientos fiscales, pero con acuerdos jurídicos de largo plazo; sí, el impulso de industrias culturales con recursos parcialmente públicos que incentiven el desarrollo de pequeñas empresas locales, como el ramo editorial, discográfico, artesanal, cinematográfico, arte escénico.
La mayor innovación será romper con los tabúes de la concepción subsidiaria de cultura y permitir que la cultura con lo enriquecedor de sus procesos, se incorpore, con la amplitud necesaria y oportuna, a los terrenos del mercado, entre los que se cuenta el patrocinio de la iniciativa privada, bajo estatutos que resguarden los lineamientos constitucionales, de instituciones museísticas y espacios arqueológicos. 
En Jalisco los pasos se han dado en otras áreas de las que el rubro cultural bien puede ser parte: hablo de la Ley de Proyectos de Inversión y Prestación de Servicios, que “regula el proceso para la realización de proyectos, bajo el esquema de asociaciones público-privadas, para el desarrollo de infraestructura y prestación de funciones o servicios públicos,  a cargo de las dependencias y entidades del Poder Ejecutivo del Estado de Jalisco, así como de los gobiernos municipales”.
En este espectro la participación de los medios de comunicación guardan un gran talante, que sería eficiente en la gran necesidad que México tiene por formar públicos para la oferta cultural. Súmese el hecho que de la industria de la comunicación se desprende la mayor parte de ese 8% que la cultura aporta al producto interno bruto, del que habla el especialista Ernesto Piedras; súmese también, que el principal empresario en el área es el hombre más rico del mundo y es mexicano. Son factores y variables que si bien pueden sonar extrañas, son las de nuestro tiempo y las podemos atender y aprovechar, dentro de la lógica de que la cultura es un campo altamente redituable y el camino más seguro al desarrollo económico, con el resguardo de nuestras raíces identitarias.
Quiero concluir compartiéndoles la convicción de que la cultura -cuya importancia para una mejor calidad de vida nadie pone en duda- es un asunto público que permite y determina la conformación de estructuras sociales, y por esa naturaleza, su peso político es indispensable en la consolidación de nuestra democracia. Finalmente, los exhorto a que defendamos una política cultural con la que todos podamos sentirnos parte de ella, en la que todos quepamos sin importar nuestra condición y sin que influya si somos mayoría o minoría, y para ello, es indispensable que la política cultural esté lo más lejos posible de las manos partidistas.

Muchas gracias.

Texto leído en el Congreso para propuestas jurídicas para la cultura, celebrado en el Instituto Cultural Cabañas, por el Congreso de la Unión y Secretaría de Cultura Jalisco, el día 30 de junio de 2010.
